
¿QUÉ ENTENDEMOS POR SOCIEDAD CIVIL?
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El  dualismo sociedad-Estado

«Sociedad civil» es un concepto histórico, dinámico y cambiante. Resulta
de  la reflexión sobre los procesos interdependientes derivados de las rela
ciones entre el Estado, el mercado y los ciudadanos, que ha sido objeto de
diversos tratamientos, generalmente inscritos en concepciones ideológicas
muy concretas, relacionadas con el momento político-social en que tenía
lugar dicha reflexión. Está directamente ligado a la noción de democracia,
y  en la época moderna, más exactamente a la del establecimiento de un
orden social y político basado en el liberalismo, lo que implica un sistema
representativo, la participación ciudadana y la actividad de asociaciones y
grupos de interés, así como una economía de mercado. Este tipo de sis
tema  es característico de ciertas sociedades occidentales, por lo que el
debate sobre el contenido, el alcance y los límites de la «sociedad civil»,
ha  tenido lugar precisamente en estos países, y sus representantes, his
tóricamente, han sido fundamentalmente británicos, franceses y alemanes.

En  la actualidad hay un resurgimiento del interés por retomar esta refle
xión,  que tiene que ver con la expansión del módelo liberal democrático
tanto en Occidente como a otras partes del Mundo, y con las transforma
ciones que el sistema político derivado de él está teniendo en las últimas
décadas: el auge y puesta en duda del sistema conocido como Estado de
bienestar. La involucración del Estado en las negociaciones entre los acto
res sociales responsables de la economía, el engrandecimiento de las cor
poraciones de diverso tipo (económicas, políticas e institucionales), las
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tendencias oligopolistas y  monopolistas, son algunos de los problemas
que  invitan a los científicos a replantearse la relación entre las organiza
ciones ciudadanas libres y el Estado, y los límites de esta relación. Según
parece, con un interés basado en la evolución futura de la sociedad civil y
el  mejor funcionamiento de la sociedad mundial, cada vez más global e
interdependiente.

Desarrollo  histórico del concepto

El  concepto de sociedad civil se puede encontrar ya en Aristóteles, en su
koinonia politiké, que es esa sociedad que domina a todo lo demás (la
polis). Cicerón, con su concepto de la societas dv/lis hacía referencia no
sólo  al Estado como tal, sino que incluía el hecho de vivir en una comuni
dad política civilizada, con calidad de «urbana» y capaz de haberse dotado
de  códigos legales, a través de la asociación cívica. Lo que la distinguía de
las  sociedades «bárbaras», pre-urbanas, era precisamente esa cualidad
de capacidad legislativa y organizativa. En este concepto tradicional, el tér
mino sociedad civil era sinónimo de «sociedad política», y se confundía
con  el de Estado. Pertenecer a la sociedad civil era equivalente a ser ciu
dadano, a participar en la elaboración de la política de la polis, y a obede
cer  sus normas cuidando de no atentar contra los derechos de los demás
miembros de la misma. La sociedad civil como reflejo de una experiencia
histórica específica que incluía libertades políticas, mercados libres, aso
ciaciones voluntarias y gobiernos limitados. La combinación de todos estos
elementos contribuiría al reforzamiento de los mismos y  les daría con
gruencia suficiente para que el sistema funcionase. Este concepto une las
esferas económica y política en una especie de plataforma de encuentro,
para lograr una sociedad de ciudadanos.

Relaciones Estado-sociedad civil

Se  ha definido el sentido amplio del término sociedad civil, al que se refe
rían  los clásicos, como «un conjunto de instituciones socio-políticas que
incluyen a un gobierno o Estado limitado, cuyo funcionamiento está sujeto
a  la Ley; a un conjunto de instituciones sociales tales como el mercado; y
a  asociaciones basadas en el acuerdo voluntario entre agentes autóno
mos». Este concepto tiene consistencia en la medida en que considera a
sus  agentes como «ciudadanos» (y no simples súbditos de un gobierno
despótico) en una sociedad «civilizada», no «bárbara». Por otra parte,
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dichos agentes tienen su propio espacio en el que la intromisión del Esta
do  es limitada. Hay, por lo tanto, una divisoria entre el Estado y los ciu
dadanos, aunque ambos están incluidos en un quehacer político común
(y.  Pérez Díaz 1993, pp. 55-56).

Varios siglos después, esta perspectiva que incluye al Estado como parte
de  la sociedad civil se va a cuestionar fuertemente. Entre los años 1750 y
1850 la discusión sobre los contenidos y las formas que debe de tomar la
«sociedad civil» ocupó una buena parte de la reflexión científica. El politó
logo John Keane señala como hubo «literalmente cientos» de pensadores
políticos que se preocuparon por estudiar las relaciones entre Estado y
sociedad civil durante ese periodo. Especialmente británicos, franceses
y  alemanes, aunque estos últimos fueron los menos interesados en buscar
las implicaciones políticas que tales relaciones podrían tener para el desa
rrollo y preservación de un sistema político verdaderamente democrático.
El  concepto «amplio», o «extendido», de sociedad civil, va a estar presente
todavía en la obra de los filósofos escoceses del siglo xviii, cuyo repre
sentante mejor conocido es Ferguson. Se corresponde con el tipo de sis
temas socio-políticos de la época en Gran Bretaña y en Estados Unidos.

Las importantísimas transformaciones económicas y culturales que se pro
dujeron en Gran Bretaña, entre los años 1640 y 1690, tuvieron como con
secuencia el cuestionamiento de la  monarquía absoluta, y el estableci
miento de un tipo de gobierno que combinaba la representación burguesa
con  la economía de mercado, lo que a su vez favoreció un desarrollo
espectacular de la sociedad civil. Dando origen a un intenso debate sobre
la  mejor forma de organizar el gobierno, es decir, sobre si era preferible la
consolidación de los gobiernos constitucionales, o la consolidación de las
monarquías absolutas.

En esta precisa coyuntura histórica, el término «sociedad civil» se aplicaba
a  una forma muy específica de Estado, entendido como «asociación polí
tica», caracterizado por el imperio de la ley, un gobierno limitado, y una ciu
dadanía muy activa. Este tipo de Estado británico era muy distinto del tipo
prevaleciente en la mayor parte de Europa en esa época. Por esta razón,
encontramos que los pensadores de esa zona geográfica, en ese momento,
desde Locke a Ferguson, entendían que la «sociedad civil» incluía tanto a
un  gobierno limitado como a los ciudadanos, que combinarían su actividad
en  el libre mercado con una actividad en la esfera pública (V. Pérez Díaz
1992, pp.16-l7). Hume consideraba que la autoridad es esencial a la exis
tencia misma de la sociedad civil, aunque esta se perfeccione a través de
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la  libertad; y Rousseau se refiere a ella en términos equivalentes en sus
Discursos de economía política (J. Keane 1993, pp. 35-36 y 66).

El  concepto amplio de sociedad civil que incluye al Estado se cuestiona,
como ya hemos indicado, hacia la segunda mitad del siglo xviii, y ambos
ámbitos de la polis empiezan a tratarse como entidades separadas, dife
renciándose el Estado de la sociedad civil. Es el significado «restringido»
de  sociedad civil, que V. Pérez Díaz (1993, p. 57) define como «conjunto
de  instituciones sociales, tales como los mercados y  las asociaciones
voluntarias, y una esfera pública, que están fuera del control directo del
Estado, ya sea de modo absoluto o mitigado». La segunda podría evolu
cionar hacia la primera, si una sociedad de aquél tipo consiguiera el con
trol  del Estado. La segunda está implicada en la primera, aunque lo con
trario no es cierto. Ambas son posibles solamente en la medida en que los
ciudadanos son agentes autónomos, y el Estado está limitado en su capa
cidad de penetrar el ámbito de acción de los ciudadanos, pero la segunda
acepción ha surgido como resultado de un crecimiento de la capacidad del
Estado, de su complicación en instituciones y creciente burocratización,
que le ha ido alejando del control directo de los ciudadanos.

También es el concepto que los pensadores utilizan en la actualidad, pues
responde a un sistema político en el que los ciudadanos tienen un ámbito
propio de acción, que interacciona con las instituciones de un Estado fuerte
y  burocratizado. Lo que permite a la sociedad civil, en su concepto más res
tringido, desarrollar su actividad tanto de una forma completa, como de
forma mitigada. Este segundo caso se produce cuando el Estado no está
sometido a unas limitaciones definidas por ley y controladas por la sociedad
civil, como sucede con los sistemas autoritarios (y. Pérez Díaz 1992, p. 2).

Keane (1993, pp. 37-39), opina que la diferenciación del concepto, su res
tricción separando el ámbito de la sociedad civil del ámbito del Estado, pro
bablemente se originó en el mundo anglo-americano, y desde allí se exten
dió  a las regiones occidentales y centrales de Europa, aunque también
reconoce que el fenómeno es demasiado complejo y las generalizaciones
implican una buena dosis de riesgo. A pesar de ello, intenta hacer una
reconstrucción geográfica y temporal de dicha evolución en virtud de su
utilidad, en términos de investigación histórica, y como ayuda para com
prender las controversias a que se somete el concepto en la actualidad.

Opina este autor que en la transición de una a otra formulación del con
cepto  se pueden distinguir tres fases, aunque los límites entre ellas no
están  muy claramente deinidos. La primera fase tiene lugar cuando se
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plantea la  discusión sobre un modelo muy específico de sociedad: el
Estado soberano, centralizado y constitucional, que se impone sobre los
súbditos. Los pensadores de la época (básicamente británicos y france
ses)  se  preocuparon fundamentalmente de  desarrollar ideas sobre la
forma de evitar el potencial de autoritarismo que esto implicaba, por medio
del  desarrollo de «sociedades» independientes dentro de la sociedad glo
bal. Se resaltó la existencia de una «sociedad natural», referida a la esfera
económica, frente a la «sociedad política». Era una reflexión que colocaba
a  la sociedad en el centro de la acción política. J. Priestley, Voltaire, Kant,
y  sobre todo Ferguson, trabajaron en esta línea. Posteriormente, en el
siglo xix, otros autores, como Paine y Tocqueville, centraron también sus
trabajos en la reflexión sobre cómo evitar que el  Estado sometiera a  la
sociedad civil, y como impedir el desarrollo de la corrupción, pero ellos tra
zaron una línea divisoria tajante entre Estado y sociedad civil.

El  Estado como parte y refuerzo de la sociedad civil

Ferguson escribió su obra An Essay of the History of Civil Society en 1767,
y  en ella se sigue la idea tradicional de que Estado y sociedad civil forman
parte  de un mismo conjunto sociopolítico. Se corresponde de alguna
manera con la configuración del sistema político británico, y el de Estados
Unidos, durante la mayor parte del siglo xix, y en lo esencial, representa la
combinación de la democracia liberal y la economía de mercado (y. Pérez
Díaz 1993, p. 56). El Estado vendría a ser un medio a través del cual el
orden político de la sociedad civil se sostiene y se desarrolla adecuada
mente, por medio de la acción de la Ley y la Defensa Militar. Considera
Ferguson que hay indicios evidentes de que este tipo de sociedad se
estaba desarrollando muy positivamente. Había un desarrollo del comercio
y  de la industria, así como de la capacidad de apropiación de los recursos
naturales, y el principio de la división del trabajo estaba demostrando ser
altamente beneficioso a todos los niveles, incluso al nivel del Estado, por
la  especialización y el ahorro de tiempo que implicaba.

Los  funcionarios del Estado no necesitaban conocimientos globales de
gobierno para ser eficaces en su tarea específica, lo que redundaba en un
aumento del bienestar general. A pesar de ello, Ferguson estimaba que los
procesos de la civilización podían ser «reversibles», debido a la posibilidad
de  la corrupción y al desgaste. Especialmente, consideraba peligroso que
los  ciudadanos dejen de ocuparse desinteresadamente de los asuntos de
la  vida pública, debido a que los asuntos públicos pueden ser el escenario
donde  se desarrollen sentimientos de vanidad, avaricia y  ambición, en
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lugar de proporcionar oportunidades para desarrollar intereses colectivos.
La división del trabajo, a pesar de sus connotaciones positivas, podía lle
var  a la corrupción, ya que implica un distanciamiento y se corroen los
lazos de la asociación civil, e  incluso se puede disolver el  sentido de
interdependencia entre grupos de individuos.

Otro  problema se originaría en la lucha por la riqueza, que por un lado
engendra desigualdad social; por otro despierta la envidia de los miembros
de  las clases más bajas, empujándoles hacia la criminalidad; y por otro,
empuja a los más favorecidos hacia la canalización de sus esfuerzos en
actividades que generen beneficios materiales, en lugar de dedicar tiempo
a  la literatura y el conocimiento. Las clases acomodadas pueden así llegar
a  considerar a la actividad política solamente en la medida en que sea útil
para sus intereses económicos, lo que les convierte en rapaces y dismi
nuye su capacidad de participación en la actividad pública.

Un punto importante que desarrolla Ferguson es la dialéctica entre socie
dad civil y despotismo político, y cómo prevenir este último. En su opinión,
se puede prevenir el despotismo en la medida en que haya una capacidad
de  los miembros de las clases privilegiadas para concentrarse en las
tareas de la esfera pública y practicar el asociacionismo civil, así como
ejercer liderazgo sobre los grupos menos favorecidos, bajo una monarquía
soberana y constitucional (Ferguson 1980).

Como hace notar Keane (1993, pp. 43-44) Ferguson fue consciente del
dilema planteado por el hecho de que la sociedad moderna requiere de un
Estado central, soberano, y constitucional, pero este, conjuntamente con
la  esfera de la industria y el comercio, quiebra las «bandas de la sociedad»
y  se convierte en una amenaza para las libertades de los ciudadanos y su
capacidad de libre asociación. Su principal consejo es que se refuercen las
asociaciones ciudadanas, afirmándose su presencia en todos los ámbitos
posibles, incluyendo a los tribunales de justicia y  al ejército (Ferguson
1980, (1767, p. 218). De alguna forma, Ferguson ya sugiere que podría ser
necesario defender a las estructuras políticas más directamente ligadas a
la  acción de los ciudadanos, libremente asociados, de un poder estatal
cada vez más fuerte y distanciado de aquéllos.

La  separación del Estado

La idea de que es legítimo que ciertas esferas sociales se defiendan de los
intentos de control por parte del Estado se desarrolla más durante la
segunda fase (en la cronología de Keane), que concibe a la sociedad del
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futuro como un ámbito en el que se pueda dar la igualdad social, por medio
del desarrollo de libertades sociales y gobiernos constitucionales limitados.
Esta discusión se inspira en la controversia originada por la Revolución
Francesa y la Declaración de Independencia de Estados Unidos, con su
declaración de los «derechos naturales del hombre» y de la soberanía
popular como principios constitucionales fundamentales. Los trabajos de
Thomas Spencer, Hodgekin, Siéyes y Thomas Paine se inscriben en esta
línea. El pensamiento alemán de la época no participa en esta forma de
pensar, aunque con alguna excepción (Forster, por ejemplo).

Thomas Paine, en su obra Los derechos del hombre, afirma que el poder
del Estado (un mal necesario) debe de ser restringido en favor de la socie
dad civil, a través de cuyos intereses (de competición y solidaridad) se con
seguirá obtener la mejor forma posible de bienestar. Puesto que el Estado
sólo implica una delegación de poder desde la sociedad civil, el conjunto
político es tanto más fuerte en la medida en que la sociedad controle y
regule sus propios asuntos, con la menor cantidad de interferencia posible
por  parte de las instituciones gubernamentales.

Se  lamenta este autor del hecho de que tanto en Francia, bajo el absolu
tismo de los Borbones, como en Gran Bretaña, bajo una monarquía cons
titucional, los individuos están atrapados por un laberinto de instituciones
gubernamentales que coartan su libertad y les impiden incluso reflexionar
sobre los fundamentos de las leyes. En ese universo de gobiernos despó
ticos, los Estados se consideran a sí mismos como la verdadera fuente de
poder, propiedad y prestigio. Lo cual es una inversión de la realidad.

El  Estado justifica así sus excesos en gastos, y se excede en la recolec
ción  de impuestos, lo que tiene efectos negativos sobre una parte de la
sociedad, que se empobrece en exceso. Esto conlleva mayor enfrenta
miento social y lucha de clases. También hay mayor peligro de guerra, ya
que  los gobiernos despóticos pretenden enriquecerse más a través de
actos bélicos, a lo que se añade la ventaja de aumentar su capacidad para
dominar a sus propios pueblos, a los que se pide apoyo frente al enemigo.
Por ello, Paine insiste en la necesidad de recortar el poder del aparato del
Estado.

La  división entre ciudadanía y aparato del Estado es evidente en este
autor, a través de su crítica de los gobiernos despóticos. El respeto a los
derechos naturales, como la libertad de expresión y de reunión, o la liber
tad  religiosa, es considerado como el punto de apoyo para medir la legiti
midad del Estado. Además, este autor concede una especial importancia a
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las relaciones de mercado. El comercio es resultado de la incapacidad de
las personas para satisfacer todas sus necesidades individualmente, por lo
que  satisface intereses recíprocos y conlleva afectos mutuos. Lo cual
refuerza la predisposición de los individuos a vivir armoniosamente en una
sociedad civil, libre de las trabas de las instituciones del Estado;

Paine sugiere que la reducción dél poder del Estado a un mínimo favore
cería la formación de una confederación internacional de sociedádés civi
les nacionales y pacíficas. Se lograría la armonía internacional através de
un sistema en el que predominaran las sociedades civiles. con Estados.
limitados (T Paine 1977).

Independencia controlada

En la tercera fase distinguida por Keane, los pensadores mantienen análi
sis y propuestas en los que se evidencia un debilitamiento de la postura
contraria a que el Estado actúe como rector de lavida política, con la intro
ducción de una actitud favorable a la intervención del mismo, aunque se
preserve la diferenciación de los ámbitos de acción entre ambos. Se
apoya, incluso, un cierto nivel de intervención y control estatales, que dis
minuyan los efectos más negativos de la acción independiente de la socie
dad civil. Son las obras de las primeras décadas del siglo xix: Bentham,
Sismondi o Pfizer serían ejemplos de esta postura, que cobra bastante
fuerza entre autores alemanes, los cuales ya durante el periodo anterior se
habían preocupado más por estudiar las formas de establecer controles
políticos y administrativos que por establecer la separación entre ambos:

«El Estado es visto como el progenitor de la bügerliche Gesellschaft,
su guardián, educador y sancionador.»

Lo que culmina con la apología de Lorenz von Stein de una sociedad domi
nada por el Estado. Las reflexiones de Hegel en Grundlinien der Phiosop
hie  des Rechts son un ejemplo importante de esta postura.

Finalmente, se da también en esta época una reacción contra el Estado
excesivamente regulador que amenaza con ahogar gradualmente a la
sociedad civil, e insiste en la necesidad de que exista una sociedad civil
renovada, auto-organizada, pluralista e independiente del Estado. Nueva
mente, esta postura florece sobre todo en Gran Bretaña y en Francia, en
el  periodo posterior a 1814. J. S. Mill, Staél y Tocqueville son algunos
representantes de la misma (Keane 1993, p. 38).
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De acuerdo con el análisis de Keane (1993, PP. 50-54), Hegel (1821) con
sidera  que  la  «sociedad civil» es  una entidad autodeformadora, que
requiere de una continua supervisión por parte del Estado. No es una
forma natural de manifestarse la libertad, sino una esfera de la vida ética
resultante de un proceso complejo de transformaciones históricas.

Incluye dentro de este término a la «economía de mercado, a las clases
sociales, a las corporaciones, a las instituciones que se ocupan de admi
nistrar las ayudas gubernamentales en las áreas de salud y bienestar en
general, y a las leyes civiles. Una especie de mosaico compuesto por indi
viduos privados, clases sociales, grupos e instituciones, cuyos intercam
bios están regulados por las leyes, y, debido a ello, no dependen directa
mente del Estado político». Por lo tanto, excluye la característica de ser
algo  «natural». Como consecuencia de esta eliminación del componente
«natural», en su opinión no tiene por qué haber armonía, ni sentimiento de
identidad, entre los diversos elementos que componen a esta sociedad
civil.  La armonía es, para Hegel, una característica de la sociedad patriar-
cal  (familiar), en la cual el componente afectivo sustituye a la competitivi
dad  y  al contrato. Pero la sociedad civil se parece más a un campo de
batalla, en el que los intereses privados de los varones se enfrentan a los
intereses privados de otros varones, de forma ciega y arbitraria.

Una gran debilidad de la sociedad civil proviene de su división en clases
sociales, lo que le confiere una inestabilidad interna. La clase burguesa (en
la  que incluye a los trabajadores) se caracteriza, según Hegel, por su indi
vidualismo egoísta, que sólo está contenido por la acción de la adminis
tración de justicia y las diversas regulaciones que le impone el Estado a
través de sus instituciones.

El  burgués no es un personaje deseoso de participar en la política, sino
que defiende sus intereses egoístas para lograr enriquecerse. Es éste un
punto en el que Hegel se acerca al pensamiento de otros pensadores más
liberales, como Paine: desde el egoísmo burgués, la sociedad civil se con
vierte en un sistema complejo de transacciones entre individuos que están
unidos por sus intereses. Pero su conclusión es muy distinta: el juego de
intereses convierte a la sociedad civil en un campo inestable de competi
ción económica entre individuos (que no ciudadanos). Por ello, la sociedad
civil  no tiene la capacidad de resolver sus problemas por sí misma. El
Estado constitucional, como autoridad pública suprema, tiene la misión de
remediar las injusticias que conlleva la sociedad civil y lograr imponer una
comunidad política universal. Evidentemente, desde esta perspectiva, He
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gel  niega que el Estado y la sociedad civil puedan ser parte de un mismo
concepto. Para él, el Estado:

«Contiene, preserva y  sintetiza, los  elementos conflictivos de  la
sociedad civil, para lograr una entidad éticamente superior.>’

Sin  embargo, no defiende una forma de Estado que controle o domine
todas las áreas de la organización social, sino que se limita a proponer que
el  Estado demande de la sociedad civil solamente lo que considere nece
sario para poder funcionar bien como tal Estado, y permita un máximo de
libertad más allá de este límite. Estima que todos pueden quedar satisfe
chos: la libertad de los miembros de la sociedad civil se puede garantizar
a  través de la articulación y defensa del interés universal, que realice el
Estado. La relación entre ambos se puede establecer sopesando las ven
tajas y desventajas de restringir la independencia, la libertad en abstracto,
y  el pluralismo competitivo, de a  sociedad civil, en favor de las prerrogati
vas del Estado.

Para este autor, la intervención del Estado es legítima en dos casos:
1.  Para remediar injusticias o desigualdades dentro de la sociedad civil.
2.  Para proteger «el interés» de la población en general. Pero este «inte

rés»  será definido por el Estado mismo. Lo que le proporciona a este
tipo de Estado una amplia capacidad de intervención en los asuntos de
la  sociedad civil, y parece implicar la necesidad de que la sociedad civil
confíe  plenamente en la  bondad de la  regulación proveniente del
Estado:

«El Estado universal es la personalización humana coñcreta de la
idea ética. De la mente (Geist) que se desarrolla desde una etapa
de unidad inmediata e indiferenciada (la familia) a través de otra de
diferencias y particularidades explícitas (la sociedad civil), hasta la
unidad concreta y la síntesis de lo particular en el Estado. Dado
que el proceso de la historia de la humanidad es, en este sentido,
el  movimiento de Dios en el mundo, el Estado universal concebido
por Hegel debe de considerarse corno una deidad secular, cuyas
demandas sobre los ciudadanos varones, y  sobre las mujeres y
otros súbditos, se hacen siempre en su beneficio y, en última ins
tancia,  son irresistibles y  están fuera de toda cuestión» (Keane
1993, p. 54).

Hegel, pues, se decanta contra el protagonismo de la sociedad civil, en
favor del Estado.
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y.  Pérez Díaz sostiene que Hegel tuvo una postura ambigua respecto a la
sociedad civil, ya que por un lado parece concebirla unida al Estado, en la
medida en que incluye dentro de ella a ciertas instituciones propias del
mismo, como la administración de justicia (sistema de leyes y tribunales de
justicia), y a las burocracias responsables de proporcionar servicios socia
les; y por otro le da el tratamiento de ser un elemento separado de aquél.
Por otra parte, entiende este autor que Hegel tenía una tendencia a loca
lizar a las corporaciones (o asociaciones profesionales) a medio camino
entre el Estado y la sociedad civil, y a reducir la sociedad civil a las rela
ciones de mercado. Debido a ello, en su opinión, la obra de Hegel no cons
tituye  una contribución sustancial a la teoría de la sociedad civil, ya que
estimuló la confusión terminológica y conceptual. Además, critica su visión
excesivamente proclive a la intervención del Estado, y el pesimismo con
que  este autor concibe la acción autónoma de la sociedad civil (y. Pérez
Díaz 1992, pp. 19-20).

Los  posibles excesos del Estado intervencionista

El  concepto Hegeliano del Estado, como unidad política con capacidad
para gobernar sobre la sociedad en nombre del interés universal, fue ya en
su  momento criticado por otros pensadores, como Tocqueville, que lo con
sideraba peligroso, en la medida en que podía dar lugar a la emergencia
de  un nuevo tipo de despotismo: el despotismo del Estado popularmente
elegido. Para Tocqueville, la  sociedad civil equivale al segmento de la
sociedad constituido por asociaciones voluntarias (grupos. de interés, movi
mientos sociales, partidos políticos, grupos ideológicos, etc.).

La  obra De la Democratie en Amerique (1835-1840), de Tocqueville, hace
notar que ese nuevo tipo de «despotismo», que podría derivarse del exce
sivo fortalecimiento de las instituciones del Estado fuera del control de la
sociedad civil, no tiene precedentes históricos, y es más difícil de detectar,
pero es posible en un sistema democrático debido a la búsqueda de la
igualdad por parte de los ciudadanos, que puede ponerse por encima de,
o  al menos ensombrecer, la búsqueda de la libertad:.

Al  buscar la forma de que el Estado asegure esa igualdad por encima de
todo,  los ciudadanos se someten inconscientemente cada vez más a la
Administración del Estado, sin darse cuenta y sin resistencia. Al aumen
tar  el consenso ciudadano sobre la necesidad de que el Estado centra
lice la regulación de los bienes y de las oportunidades (poniendo bajo su
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control  la educación, la medicina, la construcción de las carreteras, y
todos  los servicios que se considera que van a mejorar las posibilidades
de  igualdad), las burocracias se multiplican, y llegan a ahogar a los ciu
dadanos.

Es un nuevo tipo de despotismo, aceptado por ciudadanos cada vez más
desinteresados por la labor pública (de la polis) y que no levanta reaccio
nes tan fuertes como otros tipos de despotismo tuvieron en el pasado. En
opinión de Tocqueville, este tipo de Estado proveedor puede destruir la
misma democracia en que se asienta. Pero considera que para evitarlo no
es  necesario abolir las instituciones políticas, sino buscar mecanismos
para controlarlas: por ejemplo, a través de la separación de los tres pode
res (Legislativo, Ejecutivo y Judicial) y organizando el poder Legislativo de
manera que tenga que someterse a elecciones periódicas. También co
menta favorablemente el sistema estadounidense del jurado, y la partici
pación de los civiles en la Institución militar (la conscripción). Todo ello en
una  sociedad en la que se propicie la creación y  el desarrollo de aso
ciaciones civiles en todos los ámbitos: educación, cultura, religión, etc. y
no  solamente por intereses egoístas, sino con sentido de la cooperación y
la  solidaridad. Todo esto requiere de una capacidad para desear preservar
el  ámbito de la libertad, conjuntamente con el de la igualdad. Este tipo de
sociedad civil, propugnado por Tocqueville, no es muy distinto del que
defendían los liberales de principios del siglo xviii.

El  desarrollo de la historia, con la experiencia de los países del área sovié
tica, ha demostrado la realidad de los temores de Tocqueville, con respecto
a  las posibilidades de que un Estado fortalecido por su capacidad de pro
veer  bienes y servicios en nombre de la igualdad, se convierta en un sis
tema de despotismo, con capacidad para anular las iniciativas de la socie
dad civil.

Autores  posteriores, como Habermas, Cohen o  Arato, coinciden con
muchos de los planteamientos de Tocqueville, pero opinan que la sociedad
civil  equivale al  mundo asociativo en la  medida en que sus elementos
están implicados en un debate permanente sobre el interés general, por lo
que sociedad civil se convierte en sinónimo de «esfera pública».

La  explicación marxista

Otra  perspectiva és la proporcionada por los autores marxistas. Marx se
puede  inscribir dentro del grupo de los autores que hemos clasificado
como  partidarios de un concepto restringido de sociedad civil, ya que en
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sus análisis separa los ámbitos de ésta de los del Estado, y coincide con
Hegel en la consideración pesimista y negativa de la primera. Pero, en
última instancia, termina propugnando la superación del dualismo Estado-
sociedad civil (H. Brod 1992, p. 76).

Para Marx, el término «sociedad civil» se refiere a un estadio del desa
rrollo de la sociedad que tiene que ver con un orden económico y social
muy determinado: el del capitalismo burgués de la sociedad occidental,
que tiene su propia dinámica, independiente de las demandas éticas que
puedan considerarse provenientes de las leyes o las asociaciones políti
cas. Para él, la sociedad civil es equivalente a una «sociedad burguesa»,
en la que interaccionan agentes movidos por la defensa de sus intereses
económicos. En este sentido, la sociedad civil sería equivalente a la
«sociedad de mercado». Pero este mercado está desgarrado por sus
contradicciones internas, y eso le va a impedir mantener un crecimiento
económico sostenido, por lo que tampoco puede generar integración
social ni sostener a una comunidad moral. Las clases sociales no pue
den proporcionar integración, ya que están enfrentadas en una lucha
mutuamente destructiva. Los autores marxistas ligan su teoría de la
sociedad civil con la de la lucha de clases, y la competencia entre estas
por lograr la hegemonía, lo que lleva, finalmente, a la desaparición de la
sociedad civil.

Marx compartía la idea hegeliana de que sólo podría mantenerse el orden
social a través de la acción de un agente colectivo, en este caso el «par
tido» (que representaría a la clase social de los trabajadores) y el Estado
socialista. Como señala V. Pérez Díaz, (1992, p. 22) este convencimiento
de que incluso la clase trabajadora debería de someterse al partido revo
lucionario y al Estado, implica una enorme desconfianza en la capacidad
de esta clase social para convertirse en motor de la convivencia social, lo
que apoya todavía más la idea de que Marx no confiaba en absoluto en la
acción autónoma de la sociedad civil, y por ello sostenía la necesidad de
construir un Estado fuerte y paternalista, proveedor de bienes pero castra
dor de libertades.

La aplicación de las ideas marxistas en la construcción del sistema sovié
tico ha resultado en una práctica anulación de la sociedad civil (en su sen
tido restringido) debido al completo control de las relaciones asociativas y
de mercado por parte del Estado, de manera que se eliminó la distinción
entre Estado y sociedad civil a expensas de la segunda.
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Ideas contemporáneas sobre la sociedad civil

En la actualidad, la mayor parte de los tratadistas entienden que la «socie
dad civil» es algo distinto del Estado, y se centran en el análisis de cómo
establecer tos límites y las relaciones adecuados entre ambos (y. Pérez
Díaz 1992, p. 3). La expansión del sistema político democrático después
de  la  Segunda Guerra Mundial ha contribuido considerablemente a  la
renovación de esta preocupación, cuyo desarrollo también está ligado al
debate sobre los límites del Estado de bienestar, y  más recientemente
al  nuevo universo liberal derivado de la globalización mundial y la interde
pendencia que caracterizan al momento actual.

Conociendo bien las aportaciones de todos tos pensadores anteriores, Sal
vador Giner (1985, pp. 254-258) propone una definición de sociedad civil
a  la que atribuye las características de ser «ecléctica», y  de incorporar
desigualdad y conflicto a un nivel que suele ser ignorado por los analistas
actuales. Para él, sociedad civil es «una esfera, históricamente evolucio
nada,  de derechos individuales, libertades y  asociaciones voluntarias,
cuya competición política en la búsqueda de sus respectivas intenciones y
preferencias, e  intereses privados, está garantizada por una institución
pública llamada Estado. Toda sociedad civil madura muestra, al menos,
cinco dimensiones sobresalientes: individualismo, intimidad, mercado, plu
ralismo y clase»:
—  Individualismo: la unidad última de la vida social es el individuo, y todas

las otras instituciones son solamente el resultado de su asociación.
—  Intimidad: el mundo se encuentra dividido entre lo público y lo privado.

La  libertad individual se define como un bien supremo y la no interfe
rencia en las vidas ajenas es una virtud fundamental de los intercam
bios sociales.

—  Mercado: el mercado es la característica estructural más sobresaliente
de  todas, ya que cumple la función de ser el principio organizador de la
sociedad civil. Se refiere tanto al ámbito económico (en el que genera
equilibrio a través de la oferta y la demanda) como a los mercados polí
tico, ideológico, intelectual y cultural, en los que permite la distribución
de  honores, autoridad, recursos y servicios; constituyendo un espacio
pacífico para la producción de la vida social.

—  Pluralismo: tiene dos dimensiones:
—  La  difusión del poder en la sociedad, que al distribuirse de manera

diversa entre los individuos, las asociaciones, las instituciones y as
coaliciones, les permite ser relativamente autónomos unos de otros.
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Así, éstos adquieren sus propias esferas de competencia en donde
los demás no pueden penetrar impunemente, ni siquiera el Estado.

—  Además, el pluralismo es también una forma de cultura que permite
la existencia de una amplia gama de creencias, concepciones y acti
tudes, lo que implica tolerancia y una legitimización indirecta de la
fragmentación de la sociedad de acuerdo con las preferencias indi
viduales. Por ello, Giner considera que la sociedad civil es el «impe
rio  de la diversidad» en un universo unido por las necesidades de
una ciudadanía común, y de la igualdad ante la Ley.

—  Clase: la clase social considerada como una consecuencia espontánea
de la «ciudadanía». Considerando a ésta como la institucionalización
política del «individuo soberano» del liberalismo, ideología que se basa
en la distribución competitiva de los bienes, por lo que la sociedad tiene
que estar constituida por personas desiguales, aunque no necesaria
mente desiguales ante la Ley. La desigualdad de las clases es, pues, un
componente esencial de cualquier concepción realista del fenómeno.

Giner considera que cualquier estudio serio de la sociedad civil tiene que
tener en cuenta los procesos de transformación de todas estas caracterís
ticas, y su probable deterioro como consecuencia de su misma lógica
interna, y no sólo debido a otras fuerzas históricas del desarrollo de la
modernidad.

En cuanto a las relaciones entre la sociedad civil y el Estado, Giner (1995,
p.  9) estima que la expansión del Estado y la hipertrofia de la administra
ción va provocando una penetración de éstos en la sociedad civil, de tal
envergadura que la línea de demarcación entre ambos, y entre la esfera
pública y la privada, va a erosionarse cada vez más. En caso de que desa
pareciera completamente.

«Se convertirían en nociones inútiles para el análisis de la sociedad,
al  extinguirse tal y como los conocemos.»

Las causas de esta excesiva expansión del Estado serían dos: la conges
tión de tareas a desarrollar por el Estado proveedor de servicios y bienes;
y  la «tecnocultura», con sus consecuencias de incremento de las tecnolo
gías de la información, y una enorme expansión de los medios de comu
nicación, la inteligencia artificial y las comunicaciones.

Lo anterior está muy ligado al engrandecimiento de las corporaciones, y
sus efectos negativos de implicar beneficios a los intereses de grupo en
detrimento de los intereses individuales. Otro efecto del crecimiento de las
corporaciones es que, antes, el pilar de la sociedad civil era la propiedad
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privada, mientras que en la actualidad la posición, basada en el rol ocupa
cional, el capital social, y el poder dentro de las instituciones y organiza
ciones, va suplantando a aquélla como sustentación de la sociedad civil.

Como vemos, este análisis de Giner contiene elementos que ya habíamos
visto en Tocqueville, y que son también característicos de la obra de otros
liberales de épocas anteriores. Pero introduce una parte de reflexión que
incluye  las tendencias contémporáneas de la  sociedad, como son el
engrandecimiento de las corporaciones, la globalización de la sociedad
mundial, y la tecnocultura. A lo largo de la obra de este autor se aprecia
como también para él la sociedad civil está directamente ligada a la demo
cracia liberal.

V.  Pérez Díaz utiliza los análisis de la sociedad civil para explicar aconte
cimientos sociológicos e históricos, tales como la transición española de la
dictadura a la democracia, o los referentes a la construcción de una Eu
ropa unida. Este autor considera que el término «sociedad civil» se refiere
a  un «modelo ideal», y distingue las dos acepciones históricas del mismo,
como hemos visto al principio de este capítulo. Él, generalmente, elige uti
lizar el sentido restringido y se decanta por una definición de sociedad civil
que  excluye a las instituciones del Estado. Incluye: instituciones sociales
(mercados y asociaciones libres), y una esfera de debate público (agentes
colectivos, como grupos de interés y movimientos sociales).

Sin embargo, al analizar los problemas que conlieva la constitución de una
esfera pública dentro de la Unión Europea (UE), utilizar el concepto amplio
de sociedad civil, incluyendo en ella también a «un gobierno limitado». Pro
bablemente esta elección se deba al hecho de que considera que la UE no
tiene un gobierno central en el sentido nacional del término. Así, explica:

«La autoridad pública europea es limitada, puesto que, en lo funda
mental, es un directorio de poderes públicos (formalmente) sobera
nos, operando con arreglo a una lógica de equilibrio de poderes, por
el  que se limitan los unos a los otros, y al que se han añadido algu
nos  órganos supra o transnacionales de importancia desigual.»

Por  otra parte, opina que todavía está por construirse una esfera pública
europea lo suficientemente influyente. Lo cual actúa como un freno para la
verdadera existencia de una sociedad civil a  nivel europeo, ya que la
esfera pública «es determinante en la formación y desarrollo de una socie
dad  civil, porque es en ella en donde se plantea si los miembros de la
sociedad son simplemente individuos libres que persiguen sus fines priva
dos, o son, al tiempo, ciudadanos participantes activos en un debate y en
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la  creación de una opinión sobre los asuntos políticos» (y. Pérez Díaz
1996, p. 13).

Este autor subraya la importancia de las relaciones y  la dependencia
mutua entre los diferentes componentes institucionales de la sociedad
civil, especialmente entre los sociales y políticos, así como la centralidad
de los agentes individuales en cada uno de estos componentes, y destaca
que los componentes institucionales tienden a ser conjuntos de activida
des humanas cuyo resultado es abierto e indeterminado, y no sistemas rei
ficados.

En general, y dejando aparte la interesante sugerencia de y. Pérez Díaz
sobre el hecho de que la UE, como unidad política y económica todavía
inmadura y en estado de formación, puede equipararse de alguna manera
a  las primeras sociedades democráticas, es hoy el sentir general de todos
los científicos sociales que con el término sociedad civil se está desig
nando a una parte de la sociedad constituida por instituciones sociales
como los mercados y las asociaciones, incluyendo o no una esfera pública
(ya  que algunos prefieren llamar «sociedad política» al  sector que se
ocupa del debate público y a las actividades políticas) «excluyendo a las
instituciones del Estado». El Estado cumpliría el papel de «regulador» de
la sociedad civil.

Otros autores contemporáneos, como Martin Kryger, analizan las relacio
nes entre poder, instituciones, y sociedad civil, considerando que estos
tres elementos del sistema social son imprescindibles y necesarios, y su
interrelación funcionará adecuadamente en la medida en que el poder se
aplique de forma moderada, y se acepte el permanente diálogo entre las
instituciones estatales y la sociedad civil, lo que permitirá el fortalecimiento
del Estado (M. Kryger 1996).

Conclusiones

En  la moderna configuración del sistema socio-político occidental: demo
crático, pluralista, y de mércado libre (tanto en el ámbito económico como
en  lo referente a la distribución de honores, autoridad, recursos y servi
cios), la eficacia de la acción del Estado reside, sobre todo, en su capaci
dad  de regulador de la sociedad civil, como garante de la pervivencia, y
desarrollo, de las cualidades fundamentales de ésta.
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Por ello, la armonía de las relaciones entre Estado y sociedad civil puede,
y  debe, de asegurarse, ya que de otra nianera se podría desequilibrar la
del sistema social del que ambas son parte, y cualquiera que fuese la incli
nación implicaría desajustes, peligrosos para el buen funcionamiento del
conjunto de los agentes y de las instituciones sociales.

En cualquier caso, en una estructura de este tipo, resultado de la libre elec
ción  voluntaria de los actores sociales (políticos y civiles), no debería de
haber  conflicto de valores entre unos y otros, ni con respecto a ninguna
de  las instituciones, públicas o privadas, que forman parte de ellos.

Especialmente si tenemos en cuenta que todo el conjunto pertenece a un
sistema social, con una cultura común, de la que los valores son parte. La
posibilidad del desajuste es más real si tomásemos la definición del con
cepto que hizo Marx, considerando que la sociedad civil se limita a las rela
ciones de mercado, en términos de obtención del máximo beneficio. Pero
este  concepto está ya superado, incluso entre los marxistas, ya  que
Gramsci lo reelaboró, considerando que sociedad civil equivalía a las ins
tituciones socioculturales, lo cual también era una acepción muy limitada.

En  una acepción como la elaborada por S. Giner, que responde adecua
damente a la estructura de las sociedades democráticas occidentales en
la  actualidad, y que recoge los aspectos que más comúnmente le atribu
yen  los pensadores contemporáneos, la sociedad civil y el Estado, del que
la  Institución militar es parte, comparten intereses que facilitan el desarro
llo  de una línea de confluencia cada vez más acusada en el ámbito de los
valores. Sin embargo, es una realidad señalada por muchos pensadores
que existe el peligro de una penetración del Estado, o, al menos, de algu
nas de sus instituciones, en ámbitos propios de la sociedad civil, debido a
una  extensión excesiva de su papel de coordinador y  regulador de la
misma. Pero esto no equivale a «conflicto de valores», sino más bien a
tensiones derivadas de la tendencia a imponerse uno sobre otra, u otra
sobre uno, que puede evitarse desde la actuación consciente de todos.

Además, esto no afectaría a posibles conflictos entre las Fuerzas Armadas
y  la sociedad civil, sino que, en todo caso, tendría que ver con posibles ten
siones entre las Fuerzas Armadas y  otros estamentos del aparato del
Estado, en términos de reparto de poder. Hablamos aquí del «poder» con
siderado desde la perspectiva de los «recursos de autoridad» (A. Giddens
1995, p. 285), y  muy especialmente, en las áreas relacionadas con las
«oportunidades de vida» (en relación con el espectro de aptitudes y capa
cidades) y la «reproducción del cuerpo social» (organización y relación de
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personas en asociación mutua). Récordemos aquí que, en un sistema
social del modelo liberal-democrático, con unas correspondientes Fuerzas
Armadas que acatan su papel secundario frente a la autoridad política, las
fuentes de tensiones posibles tendrían que ver con una percepción de que
sus intereses quedan relegados: ya sea debido a una falta total de audien
cia en el caso de existir concepciones dispares de diverso tipo, especial
mente respecto a lo que es el interés nacional; o (más comúnmente) por
que sus miembros sintieran amenazados sus intereses corporativos (de
estatus, salariales, de promoción, o similares). Tales tensiones, natural
mente, no estarían centradas en la relación Fuerzas Armadas-sociedad
civil. La tensión se centraría en la consecución del acuerdo, que es parte
de una práctica democrática liberal, en la que las relaciones de aquellos
que actúan en nombre del Estado (personas, grupos de interés, burocra
cias) son de consenso y arbitraje. Lo cual es un valor intrínseco a la exis
tencia misma del sistema democrático, que necesariamente ha de ser
compartido por los diversos estamentos, tanto sociales como de la estruc
tura del Estado, ya que. de no ser así, se desbarataría el sistema mismo.

En suma, que las Fuerzas Armadas de un sistema político democrático,
correspondiente a la sociedad occidental actual, no tienen, teóricamente,
que verse confrontadas a la sociedad civil en cuanto a sus valores. Lo cual:
parece confirmarse con los resultados de estudios y sondeos de opinión,
tal y como se explica en otros trabajos de esta misma publicación.
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